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TRANSFORMACIÓN DE LAS RELACIONES ESPECIALES DE SUJECIÓN: DE 

LA SUBORDINACIÓN LABORAL A LA RELACIÓN FUNCIONAL. 

Introducción.- 

El derecho disciplinario colombiano ha evidenciado cambios significativos en menos de 25 

años. Tales cambios no se limitan a sus contenidos sustanciales, sino que abarcan incluso 

aspectos referidos a las condiciones de ejercicio a las que se somete la potestad punitiva de 

esta especial expresión del derecho sancionador. La comunidad jurídica nacional no ha 

vacilado en registrar tales cambios como una expresión de la evolución del derecho 

disciplinario en nuestro medio, una de cuyas manifestaciones más representativas es la 

existencia de nuevos foros de discusión académica como lo son las cada día más frecuentes 

especializaciones universitarias en derecho disciplinario. Por otra parte, la comunidad 

jurídica internacional ha reconocido a Colombia como uno de los Estados abanderados del 

avance del derecho disciplinario. 

Este documento hace una presentación panorámica del proceso de cambio, evolución y ajuste 

del derecho disciplinario en nuestro país y hace su énfasis en el punto de partida del derecho 

disciplinario: las relaciones especiales de sujeción. De la mano de los cambios normativos y 

de las precisiones que por vía de sentencias modulativas ha hecho la jurisprudencia, hemos 

sido testigos de un acelerado proceso de creciente importancia del derecho disciplinario, 

reflejado, además, en la creación de centros de estudio especializado1. 

                                                           
1 En el año 2008 se funda el Instituto Colombiano de Derecho Disciplinario –ICDD y al año siguiente se 
conforma el Colegio de Abogados en Derecho Disciplinario.    



Hace 20 años, el derecho disciplinario no gozaba del estatus que hoy se le concede. Hoy, son 

comunes y hasta frecuentes los espacios dedicados a su estudio, análisis y discusión: 

conferencias, seminarios, foros, conversatorios, congresos, cursos de actualización, 

diplomados, especializaciones, maestrías y hasta doctorados, se consagran a la reflexión seria 

sobre el derecho sancionador. En el pasado, por el contrario, el derecho disciplinario apenas 

si merecía mención y cuando a él se concedía excepcional espacio en los claustros 

universitarios, se deja tácitamente sentado que se trataba de un capítulo no esencial del 

derecho laboral administrativo. Ello era así, porque las normas que regulaban su ejercicio, 

entonces vigentes, explicitaban que el régimen disciplinario formaba parte de la normas sobre 

administración de personal, lo que de entrada hablaba de la naturaleza del derecho 

disciplinario como un capítulo temático del derecho administrativo. Con el tiempo, el 

derecho disciplinario, por las razones que se consignan adelante, abandonó su carácter como 

capítulo del derecho laboral administrativo, para “parecerse” más al derecho penal, pero 

posteriormente, la doctrina especializada afirmó su independencia respecto de estas dos 

ramas del derecho público para reclamar autonomía. A la par de tal trasformación, se fue 

modificando el concepto, el alcance y el contenido mismo de las relaciones especiales de 

sujeción. Desarrollemos entonces en forma gradual los contenidos de este documento. 

CONCEPTO DE RELACIONES ESPECIALES DE SUJECIÓN.- 

Antes de ocuparnos de la evolución histórica de las relaciones especiales de sujeción, análisis 

que ha de hacerse con referencia en las transformaciones normativas y en los 

pronunciamientos jurisprudenciales, debemos suministrar el concepto de tal instituto y 

ocuparnos de sus posibles clasificaciones para tener una mayor claridad acerca del tema por 



tratar. En el ámbito nacional, naturalmente, se consultaron dos fuentes principales: el texto 

de la Procuraduría General de la Nación sobre Relaciones de Sujeción2, por tratarse de una 

obra de un ente estatal especializado en el ejercicio del derecho disciplinario que rige 

precisamente en el ámbito de las relaciones especiales de sujeción, y la evolución normativa 

que ha permitido a la doctrina especializada ocuparse analíticamente del tema. 

La Relación de Sujeción Especial puede ser entendida como un especial vínculo que existe 

entre una determinada persona y el Estado, que bajo ciertas condiciones, refuerza los deberes 

de la primera para con el último, al punto que sus deberes y obligaciones se tornan de mayor 

rigor y exigibilidad, al punto que incluso puede afirmarse el recorte de sus derechos y 

garantías para con la administración, mientras que permiten al Estado investigarlo o juzgarlo 

por algún comportamiento legalmente digno de ser investigado y reprochado. 

De acuerdo con el doctrinante Gómez Pavajeau (Gómez Pavajeau, Carlos Arturo. Op. Cit. 

Pag. 36 y ss) la teoría de las relaciones especiales de sujeción consiste en que existen ciertos 

vínculos estrechos entre una persona y el Estado, que son de naturaleza especial, distinta al 

vínculo general de sujeción que se establece con la generalidad de la población. Mientras que 

el derecho penal responde al concepto de relaciones generales de sujeción, ya que la inmensa 

mayoría de tipos penales tiene un sujeto activo indeterminado, el derecho disciplinario 

constituye el ejemplo por excelencia de las relaciones de especial sujeción, puesto que cuenta, 

como regla general, con tipos de sujeto activo cualificado. 

                                                           
2 MOLANO López Mario Roberto. Las Relaciones Especiales de Sujeción en el Estado Social. Instituto de 
Estadios del ministerio público. 2005   



Otto Mayer, citado por Molano López, define las relaciones especiales de sujeción como “la 

dependencia acentuada de un individuo que se instituye en favor de una determinada 

administración pública, dependencia acentuada que se justifica en eficacia de la función 

administrativa.”3 

La relación especial de sujeción constituye en esencia un vínculo o ligamen que ata a una 

persona natural para con el Estado y con la administración pública en particular. A diferencia 

de lo que sucede con los particulares, que tienen para con el Estado una relación general de 

sujeción en virtud de la cual exponen su responsabilidad por quebrantar el ordenamiento 

jurídico, la relación especial de  Sujeción supone un vínculo más estrecho y exigente: en 

virtud de ella, a la par que se refuerzan los deberes del agente estatal, se recortan sus derechos 

y garantías de donde se desprende que el régimen de responsabilidad no solo es diferenciado, 

sino claramente más exigente. De ahí que un sector de la doctrina prefiera decir relaciones 

de sujecion especial a relaciones especiales de sujecion, queriendo decir con ello que lo que 

es especial no es la relacion en sí, sino el grado de sujeción entre el individuo y el Estado. De 

él es que provien la responsabilidad para con el Estado como se desprende del actual artículo 

5 del CDU que define el concepto de ilicitud sustancial. 

Independiente del nombre que se le de a la figura, lo que resulta común en todos los casos y 

en las diferentes concepciones doctrinarias, siendo esa precisamente la nota caracterizante de 

las relaciones entre los agentes estatales y el Estado, es el reconocimiento de que la relación 

                                                           
3 Molano López. Mario R., Op. Cit. Pag. 30. 



es distinta a la que se predica respecto de los particulares, lo que implica que la diferencia 

estriba en el grado de exigencia con el que se compromete la responsabilidad del individuo. 

FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL DE LAS RELACIONES ESPECIALES DE 

SUJECIÓN.- 

El sustento normativo constitucional de las relaciones especiales de sujeción no admite hoy 

discusión. La doctrina nacional coincide en hacerlas descansar en el artículo 6 superior, que 

dispone:  

 

Constitución Nacional de Colombia. Artículo 6.- 

ARTICULO 6o. Los particulares sólo son responsables ante las autoridades 

por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por 

la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus 

funciones.  

 

La norma comentada efectivamente consagra un régimen de responsabilidad diferenciado. 

Uno es el régimen previsto para los particulares y otro mucho más demandante para los 

servidores del Estado. Mientras que los primeros comprometen su responsabilidad por 

quebrantar el orden jurídico constitucional y legal, los agentes del estado lo hacen por abuso 

o extralimitación en el ejercicio de sus funciones. De lo dicho se sigue que el régimen no solo 

es distinto para unos y otros sino que es mucho más exigente para los servidores públicos, a 



quienes en este documento se alude indistintamente como agentes del Estado. Nótese que el 

tema no se detiene en la posible deducción de responsabilidad por omisión de deberes o por 

extralimitación de funciones: de hecho, lo más significativo del régimen diferenciado es que 

mientras los particulares cuentan con la garantía de no comprometer su responsabilidad 

mientras no incurran en conductas expresamente prohibidas, los agentes del Estado, en 

cambio, solo pueden hacer aquello para lo cual cuenten con expresa autorización. Esta 

fórmula reafirma que el régimen no solo es diferente, sino mucho más exigente para los 

servidores públicos. 

CONCEPTOS ASOCIADOS Y CLASES DE RELACIÓNES ESPECIALES DE 

SUJECIÓN.- 

Integración: Un servidor público puede ser destinatario o sujeto pasivo de más de un estatuto 

disciplinario, tal como, a título ilustrativo, ocurre con los miembros de las Fuerzas Armadas 

y de Policía e incluso con los miembros del Congreso de la República que, además de estar 

atados al régimen común de responsabilidad disciplinaria, se someten al régimen de sus 

propias fuerzas en el caso de los uniformados (Ley 836 de 2003 y Ley 1015 de 2004) y de 

sus partidos o movimientos políticos, los legisladores, respectivamente.  

Más aún, si un uniformado o congresista desempeña además labores docentes en una 

universida estatal, estará además afecto al régimen docente de la universidad, sin que por ello 

se pueda decir que se quebranta la garantía de non bis in idem. 

Complementación: En virtud de este creiterio, el destinatario de la acción disciplinaria está 

subordinado a un solo estatuto (CDU) por su conducta y no en forma concurrente o separada 



por cada régimen, el catálogo o espectro de faltas puede ser mucho mayor que el de un 

servidor público en términos normales. Como suce de en las faltas gravísimas contenidas en 

el parágrafo 4 del artículo 48 del Código Disciplinario Único, para los servidores públicos 

que ejerzan dirección, administración control y vigilancia de las instituciones penitenciarias 

y carcelarias.  

Relación Especial de Sujeción Moderada 

La carga que soporta el disciplinable no tiene el mismo grado o intesidad y ello obedece a 

que precisamente ese vínculo no está soportado con el estatus de servidor público. Sucede 

con los particulares que ejercen función pública, concepto que atiende a un criterio 

eminentemente material o funcional. La condicion modelrada es cietamente relativa: obedece 

a que no todas las conductas disciplibales se le predican pero ello no quiere decir que tambien 

sean moderadas las consecuencias de su vulneración. 

Relación Especial de Sujeción de ética especializada: 

Son sujetos pasivos de ella los profesionales de determinadas profesiones que tienen códigos 

de ética propios como sucede con los médicos, ingenieros, contadores, abogados etcétera. El 

fundamento constitucional descansa en el artículo 26 de la Carta Política 

Relación Especial de Sujeción Degradada, o Privada: 

Originada en un ámbito netamente privado o empresarial, resulta ajena en todo caso al ámbito 

de la función pública. 



Representa una menor carga de compromiso que atañe a los que puedan ser sujetos 

disciplinables, todo dentro del contexto del Estado Social de derecho. En el mismo sentido, 

a diferencia de los agentes estatales, en tales ámbitos las relaciones especiales de sujeción, 

no pueden significar el recorte de las garantías y de derechos de los disciplinados. Ejemplos 

de ellos, la garantía del derecho a la defensa, tanto material como técnica, pero en términos 

reales.  La publicidad en la actuación, comunicando oportunamente sobre la realización de 

pruebas.  

LA RELACIÓN ESPECIAL DE SUJECIÓN EN LA JURISPRUDENCIA DE LA 

CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA.-  

La expresión “relación especial de sujeción” fue mencionada por primera vez en la sentencia 

C-417 de 1993, M.P. FABIO MORÓN DÍAZ, al señalar que “en aquellos casos en los cuales 

existe una relación laboral de subordinación entre el Estado y una persona se crea una 

relación de sujeción o supremacía especial debido a la situación particular en la cual se 

presenta el enlace entre la administración y la aludida persona”. 

La figura jurídica estudiada fue tenida en cuenta para explicar por qué una persona se 

encuentra vinculada como “sujeto del derecho disciplinario” y, muy especialmente, para 

justificar el por qué y para qué de una disciplina dentro de los cometidos del Estado. 

Posteriormente, en la sentencia C-244 de 1996, M.P. CARLOS GAVIRIA DÍAZ, amplió el 

espectro jurídico al señalar que “la acción disciplinaria se produce dentro de la relación de 

subordinación que existe entre el funcionario y la administración en el ámbito de la función 

pública, y se origina en el incumplimiento de un deber o de una prohibición, la omisión o 

extralimitación en el ejercicio de las funciones, la violación al régimen de inhabilidades, 



incompatibilidades, etc., y su finalidad es la de garantizar el buen funcionamiento, moralidad 

y prestigio del organismo público respectivo”. 

En el orden de referencias invocadas, la expresión “relación especial de sujeción” no solo 

sirve para legitimar la existencia, funciones y fines del derecho disciplinario, sino también 

para explicar los parámetros de ejercicio de la acción disciplinaria. Al abordar el estudio del 

artículo 20 de la Ley 200 de 1995, el cual determinaba los sujetos disciplinables, la rectora 

de la jurisprudencia precisó en sentencia C-280 de 1996, M.P. ALEJANDRO MARTÍNEZ 

CABALLERO, que “en aquellos casos en los cuales existe una relación laboral de 

subordinación entre el Estado y una persona, se crea una relación de sujeción o supremacía 

especial debido a la situación particular en la cual se presenta el enlace entre la 

Administración y la aludida persona”, surgiendo una serie de obligaciones especiales, puesto 

que “el cumplimiento de funciones públicas implica la asunción de cargas especiales” no 

exigibles a los particulares y sí al servidor público que tiene “una especial sujeción al 

Estado”. 

Obligaciones y cargas especiales que deben soportar los servidores públicos genera como 

contrapartida otras que solo tienen los particulares, de lo cual surge nítida la distinción entre 

relaciones especiales de sujeción, que gobiernan las primeras, y relaciones generales de 

sujeción, que se ocupan de las segundas. 

En sentencia C-769 de 1998, M.P. ANTONIO BARRERA CARBONELL, ensaya con una 

propuesta de autonomía e independencia del derecho disciplinario, cuyo contenido sustancial 

derivaría de los artículos 1, 2, 6, 29, 123, 124, 125 inciso 4º y 209 de la Carta Política, de los 

cuales surge, sin precisar en lo más mínimo y mucho menos analizar exegética o 



sistemáticamente el articulado, “la especial sujeción frente al Estado en que se encuentra el 

servidor público, en razón de la relación jurídica que con este surge al ser investido de la 

función pública”. 

La sentencia C-708 de 1999, M.P. ÁLVARO TAFUR GALVIS, ya perfila incidencias 

concretas del fenómeno jurídico, toda vez que no solo legitima el control disciplinario de los 

servidores públicos, sino que prefigura su contenido, dado que “la especial sujeción de estos 

al Estado” implica que deberes y responsabilidades se configuren en el marco de una “ética 

del servicio público”. 

En este concepto se decanta en forma gradual que existe un compromiso mayor del servidor 

público frente al Estado que aquel que ante el mismo tiene un particular, pero no por cuenta 

de la relación especial de sujeción, sino simplemente por el deber incrementado que consagra 

el artículo 6 de la Carta Política. 

 

En efecto, es así como se ha dicho que “…encaja dentro del criterio de exigir una mayor 

responsabilidad en el ejercicio de sus funciones por parte del empleado oficial, que sustenta 

el régimen de responsabilidad de todos los servidores oficiales de conformidad con la 

preceptiva constitucional (artículos 6, 89, 95, 209 de la Carta Política)”.  

Posteriormente, la jurisprudencia constitucional ha reiterado que “la posibilidad de prever 

castigos más drásticos para los servidores públicos se acomoda sin dificultad, en tanto la 

ejerza el legislador, a las reglas de responsabilidad diferencial contempladas por el artículo 

6º de la Constitución Política”. Recientemente se ha reiterado tal posición al afirmarse que 

“la condición del servidor público frente a los bienes del Estado es distinta a la de cualquier 



particular, y que su responsabilidad, de acuerdo con el artículo 6º de la Constitución Política, 

se enmarca dentro de principios precisos que son mucho más exigentes en cualquier 

circunstancia, en atención precisamente a dicho mandato constitucional”. 

También se aceptó, sin involucrar para nada una explicación fundada en la relación especial 

de sujeción, que no se genera la prohibición de doble juzgamiento cuando un mismo hecho 

y sujeto son investigados disciplinaria y penalmente, pues así lo configuró el legislador y así 

se impone por la diferencia de los intereses que ambos ordenamientos jurídicos tutelan. 

 

LOS DERECHOS FUNDAMENTALES VS. LAS RELACIONES DE SUJECIÓN 

ESPECIAL. 

Los derechos fundamentales, más que derechos, adquieren un carácter de valores objetivos 

inalienables, e inajenables. En consecuencia, la voluntad sin más ni más no es apta para crear 

situaciones que no sean alcanzadas por el derecho, de tal manera que en el Estado social y 

democrático de Derecho “se prohíbe de modo formal y categórico la actuación arbitraria de 

los poderes públicos sin excusa ni excepción alguna”. Así, ni el propio consentimiento del 

ciudadano resulta suficientemente apto como para “generar una relación especial de poder 

que derogue todo o gran parte del régimen de garantías previsto en la Constitución” ella surge 

en forma automática con independencia de la voluntad del individuo. 

Dado que ningún derecho cobra carácter absoluto, surge tensión constitucional entre 

relaciones especiales de sujeción y derechos fundamentales. En tal conflicto,  el concepto 

mismo del Estado social y democrático de Derecho, jugará un papel determinante como 



escenario de validación de los deberes y de morigeración de los derechos de los individuos, 

incluso los fundamentales. 

En sentencia C-181 de 2002, M.P. MARCO GERARDO MONROY CABRA, retoma  el 

concepto de “relación especial de sujeción” y lo reitera en la sentencia C-125 de 2003. 

El primer pronunciamiento se ocupa de los “tipos abiertos” o de los “tipos en blanco”, 

limitándose a afirmar que no es inconstitucional la consideración de “descripciones 

incompletas” pero tal apreciación resulta ciertamente ajena al concepto que nos interesa. Por 

su parte, en la sentencia C-948 de 2002 sí se aborda el concepto de fondo, pues muy a pesar 

de que no invoca norma constitucional alguna sino la jurisprudencia precedente, se efectúa 

una afirmación vinculada con la fórmula jurídica de la responsabilidad de los servidores 

públicos en un Estado de derecho, para efectos de lo cual se invoca el artículo 6º de la Carta 

Política. Ta análisis se recoge igualmente en la sentencias C-155 de 2002. 

De todos modos deben resaltarse las condiciones que la jurisprudencia constitucional ha 

impuesto a la confección de los tipos disciplinarios abiertos y en blanco. Hace parte del 

principio de determinación y por consiguiente de la tipicidad la definición del carácter de 

faltas gravísima, grave o leve, prefiriéndose un sistema de numerus clausus en la primera. 

Pero de todos los pronunciamientos jurisprudenciales sobre relaciones especiales de sujeción 

quizá el que resulta más importante por haber redefinido conceptos relacionados con los 

particulares disciplinables fue la sentencia C/037 de 2003 en la que la Corte establece, sin 

decirlos expresamente, que la relación especial no proviene de la relación de subordinación 

sino de la actividad que desarrolle el particular: la función pública. Este concepto fue 

recogido en la ley 1474 que modificó el contenido normativo del artículo 53 del CDU, 



acogiendo así el criterio material o funcional, por encima del orgánico imperante hasta 

entonces. 

REVISIÓN DE LA EVOLUCIÓN NORMATIVA.- 

En la época previa a la entrada en vigencia de la ley 200 de 1995, el derecho disciplinario y 

con él las relaciones especiales de sujeción eran de naturaleza administrativa pues se inscribía 

normativamente como parte de las reglas de administración de personal, lo cual 

necesariamente implicaba que las categorías DOLO y CULPA, propias de un régimen de 

responsabilidad subjetiva, no tuviesen cabida en un discurso de naturaleza objetiva y así 

precisamente era la responsabilidad que entonces se deducía. 

Pero más allá de su naturaleza administrativa, la principal característica del derecho 

disciplinario de entonces era su prácticamente nula importancia jurídica, política y social. Se 

trataba de un derecho intrascendente y carente de notoriedad, por incapaz de intimidar a sus 

destinatarios y, por ende, de disuadir los comportamientos irregulares que, entonces como 

ahora, atentaban contra el ortodoxo desempeño de la función administrativa. Quizá por esa 

razón, los profesores de derecho administrativo de entonces concedían mayores y mejores 

espacios en tiempo y fondo a otras temáticas de sus cátedras, como la organización del 

Estado, los principios del derecho administrativo, la teoría del acto administrativo, la forma 

de las actuaciones, las notificaciones y los recursos de la vía gubernativa, la revocatoria 

directa, la contratación estatal, los temas tributarios, las acciones contenciosas4 y, por su 

                                                           
4 Hoy denominadas medios de control en la Ley 1437 de 2011 



puesto, la evolución de las teorías sobre la responsabilidad civil extracontractual del Estado5. 

Estos temas sí tenían probada importancia; en contraste, el derecho disciplinario, formaba 

parte de un discurso de corte técnico-jurídico, incapaz de suscitar grandes pasiones: el 

derecho laboral administrativo. Incluso allí, el derecho disciplinario sucumbía en importancia 

frente a otras materias específicas como la forma de ingreso, permanencia y desvinculación 

de los servidores públicos, su régimen prestacional, su nomenclatura y clasificación, así como 

las acciones que se podía intentar ante la autoridad contenciosa administrativa. Nuevamente, 

el derecho disciplinario era tratado como cenicienta jurídica, habida cuenta de la demostrada 

ineficacia de sus medidas correctivas. 

Pero, a la falta de importancia del sistema, se sumaba otra insana característica del derecho 

disciplinario de nuestro reciente pasado: la dispersión normativa imperante que se traducía 

en que cada entidad adoptaba un manual disciplinario propio, haciendo estéril cualquier 

esfuerzo por construir un discurso jurídico relevante en materia disciplinaria. Tal 

característica abonaba su anémico tratamiento en las universidades y centros de estudio. 

De esa época hasta la actualidad, el derecho disciplinario ha experimentado cambios 

importantes que han impactado en forma significativa sus más sensibles instituciones. 

Aspectos referidos a la identificación de sus destinarios y de los sujetos procesales; a la 

tipificación de las faltas y su clasificación; a la tipología de las sanciones y su límite; a la 

consagración de medidas cautelares y al título de imputación subjetiva, fueron objeto de 

                                                           
5 En las aulas universitarias, célebres fallos de derecho foráneo como el Blanco, el Cadot y el Terrier, no podía 
dejar de mencionarse y analizarse en una buena cátedra de derecho administrativo. Mientras tanto, del 
derecho disciplinario prácticamente ningún docente se ocupaba.       



estudio, análisis y modificación normativa. Este opúsculo ha de referirse a los cambios 

producidos en los años recientes respecto de la culpabilidad en materia disciplinaria. Se 

tomará como punto de partida la Ley 13 de 1984 y se revisará la evolución normativa hasta 

el proyecto de ley ya aprobado por el Congreso de la República y que a la fecha de 

elaboración de este artículo se encuentra para sanción presidencial.6  

1.  Fase de responsabilidad objetiva: Ley 13 de 1984 

El derecho disciplinario de entonces era de corte claramente administrativo. Siendo así, 

sobraba ocuparse de la “culpabilidad”, pues tal categoría dogmática resultaba en todo ajena 

a la naturaleza del derecho administrativo. Coherente con tal naturaleza jurídica, el derecho 

administrativo y con él el derecho laboral administrativo (del que hacía parte el sistema 

disciplinario) consagraban, para todos los efectos, una responsabilidad objetiva, construida 

sobre la verificación de un resultado contrario a derecho. El artículo primero de la Ley 13 de 

1984 explicitaba la naturaleza administrativa del derecho disciplinario y de ella se deducía el 

carácter objetivo de la responsabilidad:    

Ley 13 de 1984 

Artículo 1°. Objetivo del régimen disciplinario. El régimen disciplinario 

es parte del sistema de administración de personal, y se aplicará tanto a los 

empleados de carrera como a los de libre nombramiento y remoción. Tiene 

por objeto asegurar a la sociedad y a la administración pública la eficiencia 

                                                           
6 Proyecto de Ley 055/2014, Senado de la República. 195/2014 Cámara de Representantes, Gaceta del 
Congreso 0410 del 16 de junio de 2015. 



en la prestación de los servicios a cargo del Estado, así como la moralidad, 

la responsabilidad y la conducta correcta de los funcionarios públicos, y a 

éstos los derechos y las garantías que les corresponden como tales. 

La interpretación de sus normas se hará con referencia al derecho 

administrativo, con preferencia a cualquier otro ordenamiento jurídico. 

 

Es claro que el segundo inciso de este artículo de la Ley, más que un criterio interpretativo, 

constituía una verdadera norma de integración o de remisión normativa en materia 

disciplinaria. Ello tenía que ser así porque para poder “interpretar” una disposición 

disciplinaria con arreglo al sistema jurídico administrativo, era necesario avenirse al sentido 

de las disposiciones contenidas en el Código Contencioso Administrativo de la época7, lo 

cual implicaba que en caso de silencio de la ley disciplinaria, debería acudirse a las normas 

administrativas que regulaban la materia o materias similares. Siendo así las cosas, es claro 

que en el sistema de responsabilidad en materia administrativa no se hacía alusión alguna a 

la categoría dogmática de culpabilidad, que naturalmente pertenecía al derecho penal. 

Coherente con la norma legal citada supra, el Decreto 482 del 1985, reglamentario de la Ley 

13, reafirmaba en sus dos primeros artículos la naturaleza administrativa del derecho 

disciplinario y el carácter disperso de sus disposiciones, fruto de la autorizada pluriexistencia 

de regímenes disciplinarios especiales. Citamos el contenido de los dos artículos aludidos: 

                                                           
7 Código Contencioso Administrativo-CCA. Decreto 01 de 1984. 



Decreto 482 de 1985.- 

Artículo 1°. DEL CAMPO DE APLICACION. Las normas del presente 

Decreto se aplican a los empleados públicos que desempeñan cargos de 

libre nombramiento y remoción o de carrera en la Presidencia de la 

República, los ministerios, los departamentos administrativos, las 

superintendencias y las unidades administrativas especiales, los 

establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del 

Estado y las sociedades de economía mixta, con tratamiento de empresas, 

del orden nacional, con excepción de aquellos que en materia disciplinaria 

se encuentren regulados por leyes o decretos leyes especiales. 

Destaquemos de esta disposición que por virtud de ella y por autorización de la ley 

reglamentada, el régimen disciplinario se aplicaba a los empleados públicos que no 

estuviesen regulados por leyes o decretos especiales. Lo anterior implica que pese a su 

naturaleza aflictiva, el derecho sancionador de la época evidentemente no estaba sometido al 

principio de reserva legal. Un decreto, y no necesariamente la ley, podía válidamente definir 

faltas, sanciones, autoridades y procedimientos. Esta característica, que hoy resultaría 

inconstitucional, no restaba legitimidad al sistema, pues recuérdese que la naturaleza del 

derecho disciplinario era abiertamente administrativa. Así lo explicitaba el artículo 2 del 

Decreto: 

Decreto 482 de 1985.- 



Artículo 2° DE LOS PRINCIPIOS QUE ORIENTAN EL REGIMEN 

DISCIPLINARIO. El régimen disciplinario previsto en este decreto es de 

naturaleza administrativa; la interpretación de sus normas se hará con 

referencia al derecho administrativo, con preferencia a cualquier otro 

ordenamiento jurídico y su aplicación deberá sujetarse a los principios de 

economía, celeridad, eficacia, imparcialidad, publicidad y contradicción 

que orientan toda actuación administrativa, de conformidad con lo previsto 

en el artículo 3° del Código Contencioso Administrativo. 

El derecho disciplinario, en forma indiscutida y pacífica, formaba parte del ámbito jurídico 

administrativo. Allí, el sistema de responsabilidad personal era necesariamente objetivo, no 

solo por la naturaleza de aquella rama del derecho público, sino porque la única referencia 

que se hacía en el CCA a la culpabilidad, en materia de responsabilidad, resultaba ciertamente 

precaria por ausencia de desarrollo legal y porque, en todo caso, ataba la deducción de 

responsabilidad a la verificación de un daño, lo que refrendaba, nuevamente sin oposición, 

el ejercicio del derecho disciplinario informado por criterios objetivos, guiados por el 

resultado. El artículo 77 del CCA disponía: 

Decreto 01 de 1984 – C. C. A. Articulo 77.- 

Sin perjuicio de la responsabilidad que corresponda a la nación y a las 

entidades territoriales o descentralizadas, o a las privadas que cumplan 

funciones públicas, los funcionarios serán responsables de los daños que 

causen por culpa grave o dolo en el ejercicio de sus funciones. 



De aparente inspiración subjetiva, la norma citada en realidad refrendaba una responsabilidad 

de corte objetivo, informada por el resultado de la conducta, en tanto que sin la verificación 

de un daño antijurídico, no se podía afirma la existencia de responsabilidad. Adicionalmente, 

la norma citada tenía efectiva aplicación en materia de responsabilidad administrativa 

patrimonial, pero no en el ámbito disciplinario, pues recuérdese que por razón de la 

proliferación normativa cada entidad estaba autorizada a adoptar su propio régimen. 

Es justo aclarar que en la época de responsabilidad disciplinaria objetiva, nada se oponía a 

que la autoridad titular de la acción disciplinaria acometiera el análisis de una conducta para 

determinar si se había agotado por dolo o por culpa del agente del comportamiento típico. 

Aunque no se trataba de una exigencia tendiente a verificar la estructuración de la falta, tal 

tarea bien podía realizarse como parte del análisis de dosificación punitiva, en la medida que, 

entonces como ahora, no es lo mismo sancionar a una persona que realiza un comportamiento 

irregular por incuria, imprudencia, negligencia o descuido, que hacerlo respecto de quien 

procede conscientemente, en rebeldía o con desprecio del ordenamiento jurídico. 

Insistimos entonces en que, antes de la entrada en vigencia de la Ley 200 de 1995, la moneda 

de curso legal en materia de deducción de responsabilidad disciplinaria era la verificación de 

un resultado contrario a derecho, incluso asociado a un “daño” cierto y palpable para la 

administración y no meramente potencial. Este criterio, ciertamente emparentado con el 

principio de lesividad penal, fue aplicado en muchas decisiones disciplinarias de la época 

“pre-culpabilista”. En ellas se descartaba la existencia de compromiso disciplinario si se 

demostraba que la conducta resultaba inocua para el erario o si, habiendo irrogado perjuicio 



patrimonial al Estado, el servidor público investigado había asumido sus consecuencia 

dejando indemne al Estado. 

Por otra parte, la otra cara de la moneda nos arrojaba a un escenario de injusticia: dado que 

la responsabilidad disciplinaria se deducía por el resultado, y considerando que ese resultado 

generalmente se configuraba por la producción de un daño para la administración, resultaba 

intrascendente que el disciplinado eventualmente pudiera demostrar que el comportamiento 

típico fue agotado bajo alguna circunstancia que hoy configura una causa excluyente de 

responsabilidad. La autoridad disciplinaria bien podía ponderar tal situación a la hora de 

hacer el análisis de dosimetría punitiva, pero sin que sus consideraciones pudieran llegar a 

desvirtuar el compromiso disciplinario por ausencia de antijuridicidad y, sobre todo de 

culpabilidad. De esta manera se reafirmaba el carácter objetivo del derecho disciplinario de 

entonces. 

Finalmente, debemos observar que tratándose de un sistema punitivo que se entendía formar 

parte de la reglas de administración de personal, el derecho disciplinario no recaía ni podía 

recaer en las conductas atribuidas a los particulares que desempeñaban funciones públicas. 

Tales agentes estatales por extensión, no eran destinatarios de derecho disciplinario del 

Estado por no tener para con éste una relación especial de sujeción, concepto que ni siquiera 

resultaba familiar para los docentes de derecho administrativo y que tenía cabida ciertamente 

excepcional en el régimen penitenciario pero con connotaciones jurídicas evidentemente 

ajenas al derecho disciplinario del Estado respecto de sus servidores. 



En resumen, el derecho disciplinario regulado por la Ley 13 de 1984 y su Decreto 

Reglamentario 482 de 1985 presentaba cuatro características, que habrían de superarse con 

la Ley  200 de 1995: 

(i) Su naturaleza era administrativa; 

(ii) Consagraba la responsabilidad objetiva, basada en el resultado de la conducta 

(iii) Estaba disperso. Cada entidad podía adoptar su propio régimen 

(iv) No se aplicaba el principio de reserva legal. Cada entidad podía válidamente 

adoptar su estatuto disciplinario, mediante decreto. 

 

2.  Fase de responsabilidad Subjetiva.- 

Esta fase comprende con carácter principal dos leyes que impactaron en forma importante el 

derecho disciplinario colombiano: en primer lugar, La Ley 200 del 28 de julio de 1995 y, en 

segundo lugar, la actual Ley 734 del 5 de febrero de 2002. 

De la Ley 200 de 1995 deben destacarse dos aportes esenciales en el cambio de concepción 

jurídica disciplinaria en el país: el primer de ellos consistió en poner fin, o cuando menos 

reducir en forma importante la proliferación de regímenes jurídicos disciplinarios. Por 

primera vez, se habló en el país de un Código Disciplinario Único  - CDU, que ciertamente 

mantuvo algunos sistemas excepcionales por fuera de su ámbito de aplicación, pero que 

sometió a su régimen a la generalidad de los servidores públicos, con independencia de que 

formaran parte o no de la rama ejecutiva de poder público. 



El artículo 20 sobre destinatarios dispuso: 

Ley 200 de 1995.- 

Artículo 20º.- Destinatarios de la Ley Disciplinaria. Son destinatarios de 

la Ley Disciplinaria los miembros de las corporaciones públicas, 

empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades descentralizadas 

territorialmente y por servicios. Para los mismos efectos se aplicará a los 

miembros de la fuerza pública, los particulares que ejerzan funciones 

públicas en forma permanente o transitorias, los funcionarios y 

trabajadores del Banco de la República, los integrantes de la Comisión de 

Lucha Ciudadana Contra la Corrupción “y las personas que administren 

los recursos de que trata el artículo 338 de la Constitución Nacional.” 

La Ley 200 de 1995, por primera vez, constituía el régimen disciplinario común y vinculante 

como regla general para todos los servidores públicos de todas las entidades estatales. Su 

aplicación se sometía a los procedimientos por ella consagrados, derogando en forma expresa 

los regímenes especiales antes existentes, pero conservando otros que razonablemente debían 

mantenerse como a título ilustrativo el de la fuerza pública. 

La norma de derogatoria dispuso: 

Artículo  177º.- Vigencia. Esta Ley regirá cuarenta y cinco (45) días 

después de su sanción, será aplicada por la Procuraduría General de la 

Nación, por los Personeros, por las Administraciones Central y 



Descentralizada territorialmente y por servicios y por todos los servidores 

públicos que tengan competencia disciplinaria se aplicará a todos los 

servidores públicos "sin excepción alguna" y deroga las disposiciones 

generales "o especiales" que regulen materias disciplinarias a nivel 

Nacional, Departamental, Distrital o Municipal, o que le sean contrarias, 

salvo los regímenes especiales de la fuerza pública, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 175 de este Código. 

 

Pero la entrada en vigencia y la aplicación de la Ley 200 de 1995 no dejaron de representar 

dudas y de generar resistencia. Como una expresión palpable de la inercia laboral que de 

tiempo atrás marcaba el ejercicio del derecho disciplinario, no fueron pocos los casos en que 

las organizaciones sindicales reclamaban su derecho a tomar parte en la adopción de las 

decisiones disciplinarias. Recuérdese que hasta entonces, los sindicatos estaban laboralmente 

autorizados a conformar, junto con la empresa, las juntas o comités laborales de naturaleza 

disciplinaria. Por ello, cuando el 4 de octubre de 1995 entró en vigor la Ley 200, los 

representantes del movimiento sindical entendían que su normas debían armonizarse con las 

disposiciones laborales que les tenían en cuenta a la hora de adoptar decisiones disciplinarias. 

En tal con texto, fue necesario crear, afirmar y afianzar gradualmente la nueva cultura 

jurídico-disciplinaria con arreglo a la cual el ejercicio del ius puniendi sancionador constituye 



un asunto de interés exclusivo y excluyente del Estado, en el que el rol de la actividad sindical 

en nulo8. 

Con el solo hecho de que se hubiese conjurado en muy bien medida la inmanejable 

proliferación normativa, la Ley 200 contribuyó en forma destacada a la depuración del 

derecho disciplinario. En un escenario estandarizado y regido por una ley general y no por 

un decreto particular para cada entidad, algunas decisiones ya reclamaban ser destacadas 

como “hito” y, en consecuencia, ya podían ser exhibidas como modelo de los correctivos 

disciplinarios que podían aplicarse ante una determinada tipología de comportamiento 

irregular. A partir de tal realidad, el derecho disciplinario, de la mano de las decisiones 

adoptadas, empezó a cobrar notoriedad mediática y social, suscitando entonces el interés de 

los abogados en actualizar sus conocimientos en la materia, no solo por parte de quienes lo 

aplicaba, sino por parte de quienes ejercían defensas en este campo. Efecto de lo anterior, las 

universidades del país no tardaron en reconocer la necesidad de generar espacios de reflexión 

a una temática hasta entonces mirada con desdén. 

No obstante el valor de lo anterior, el principal aporte al derecho disciplinario por parte de la 

Ley 200 de 1995 consistió en la proscripción de la responsabilidad objetiva y la consecuente 

consagración de la culpabilidad en materia disciplinaria. 

El artículo 14 de la Nueva Ley dispuso: 

                                                           
8 Lo anterior, sin desconocer que si bien es cierto no hay lugar a la aplicación de distingo alguno en la aplicación 
sustancial y adjetiva de la ley disciplinaria respecto de los servidores públicos cobijados por fuero sindical, no 
lo es menos cierto que la aplicación de las sanciones disciplinarias respecto de tales disciplinados, supone el 
levantamiento judicial del fuero. 



 

Ley 200 de 1995.- 

Art. 14. - CULPABILIDAD. En materia disciplinaria queda proscrita toda 

forma de responsabilidad objetiva y las faltas sólo son sancionables a título 

de dolo o culpa. 

Nótese que mientras la unificación del sistema en un código único representaba un importante 

cambio de carácter metodológico, la reforma en materia de culpabilidad constituía un 

verdadero cambio dogmático. Abandonar la cultura jurídica imperante de la responsabilidad 

objetiva y consagrar en su lugar una responsabilidad informada por el análisis de «dolo» o 

de «culpa», demandaba un  cambio de concepción: implantar una nueva mentalidad sobre la 

forma de deducción de responsabilidad disciplinaria. 

Este cambio de mentalidad se vio reflejado, casi que en forma inmediata, en los propios 

disciplinados: acostumbrados a que en el pasado reciente, la defensa de sus causas 

disciplinaras era confiada a los abogados administrativistas, empezaron a sustituir a sus 

abogados de confianza por abogados con formación penal, dado que las categorías 

dogmáticas «dolo» y «culpa» eran patrimonio argumental de éstos juristas y constituían 

discurso ciertamente ajeno para los abogados expertos en derecho administrativo. Este 

aspecto, como puede suponerse, generó nuevos espacios de formación en las universidades 

para que los abogados penalistas adquirieran destrezas en temáticas disciplinarias y 

administrativas yo para que los abogados administrativistas hicieran lo propio en materia de 

las categorías dogmáticas «dolo» y «culpa». 



Un resultado evidenciado en la primera época de aplicación del derecho disciplinario, 

informado ahora por la Ley 200 de 1995, fue registrado en las decisiones disciplinarias, en 

las que la autoridad sancionadora se vio obligada a consignar una serie de precisiones 

jurídicas para distinguir la culpabilidad disciplinaria de la penal. A la hora de atacar el análisis 

de culpabilidad hecho por la autoridad disciplinaria, el abogado penalista formulaba su 

defensa con los argumentos clásicos penales que bien podían prosperar en una causa de tal 

naturaleza pero que ciertamente resultaban insuficientes para desvirtuar el mayor rigor de 

responsabilidad exigible en materia disciplinaria. 

Con el natural descontento y escepticismo de los abogados defensores, formados 

predominantemente con corte penalista, fue necesario crear una nueva cultura en la que la 

culpabilidad disciplinaria y penal se sometía a tamices jurídicos distintos. No fue pacífico el 

proceso de aceptación de que dolo y culpa requieren tratamiento distinto. Fue necesario 

destacar en cada fallo sancionatorio que, de conformidad con el artículo 6º superior, el 

régimen de responsabilidad es más sensible para los servidores del Estado que para los 

particulares; que el concepto de antijuridicidad, que para los litigantes exigía (lo mismo que 

en penal) la verificación de un resultado dañino (lesividad), no tenía cabida en materia 

disciplinaria. 

Las decisiones disciplinarias, que desde entonces han ganado en solidez argumentativa, 

empezaron a destacar que la responsabilidad disciplinaria a título de dolo se compromete con 

más facilidad que la penal. Que si bien es cierto, en los dos ámbitos punitivos la 

responsabilidad dolosa supone la convergencia de conocimiento, consciencia y voluntad, no 

lo es menos que mientras en derecho penal se requiere conocimiento efectivo (sobre los 



hechos y su carácter ilícito), en el derecho disciplinario basta con el conocimiento exigible, 

derivado de la asunción del cargo y del juramento de cumplir con las funciones que él 

impone. En el mismo sentido, se hizo gradualmente notorio que los niveles de ponderación, 

cuidado y prudencia, a partir de cuya trasgresión se estructura la responsabilidad culposa, 

son distintos según se trate del ámbito penal o disciplinario. 

Las decisiones modulativas de la Corte Constitucional y los fallos del Consejo de Estado, 

contribuyeron a visualizar y focalizar la distinción entre el régimen de responsabilidad penal 

y disciplinario. Particularmente en materia de antijuridicidad fue arduo el camino para 

despojar a las defensa de corte penal del concepto de lesividad. En esta materia, y ya bajo el 

vigor normativo de la Ley 734 de 2002, el artículo 5 constituyó un verdadero hito al definir 

la antijuridicidad disciplinaria en términos de afectación injustificada de deberes funcionales 

y no de bienes jurídicos. 

Ya en esta fase, el señor procurador general de la nación9, movido por el ánimo de evitar la 

imprecisión y la subjetividad sobre el tema de publicó un opúsculo que desde su aparición se 

convirtió en guía de ejercicio sobre la ilicitud sustancia y sobre los contenidos referidos a la 

culpabilidad en materia disciplinaria. Su contenido, pero sobre todo las normas que regulan 

la aplicación de la responsabilidad disciplinaria, permiten recordar que en esta materia el 

concepto de falta se construye sobre dos elementos objetivos, tipicidad y antijuridicidad, a 

los que se suma un ingrediente subjetivo llamado culpabilidad. 

                                                           
9 Ver “Justicia Disciplinaria. De la ilicitud sustancial a lo sustancial de la ilicitud”. Ordoñez Maldonado, 
Alejandro. Ed. Instituto de estudios del Ministerio Público.  Bogotá. 2009. 



En el contexto general de este artículo hemos pretendido destacar que la culpabilidad 

disciplinaria como ingrediente subjetivo de la responsabilidad, expresa un claro avance del 

nuestro derecho sancionador. En menos de un cuarto de siglo, superamos un régimen de 

responsabilidad objetiva para adoptar uno de responsabilidad subjetiva. Siendo así, es justo 

precisar que la denominación de la culpabilidad como «ingrediente subjetivo» de la 

responsabilidad disciplinaria no quiere en modo alguno significar que se trata de un elemento 

de responsabilidad sometido a la apreciación probatoria subjetiva de la autoridad 

disciplinante ni menos aun a su discrecionalidad. No. El derecho disciplinario es en sí mismo 

una actividad reglada en la que el margen de subjetividad por parte de la autoridad se reduce 

a la interpretación y/o aplicación de las normas sobre dosimetría pero sin desconocer los 

parámetros de ley.  

La alusión a la culpabilidad como ingrediente subjetivo de la falta, obedece a que el reproche 

disciplinario por el que se le aplica una medida correctiva a un disciplinable, descansa en su 

fuero interno (en su sique), no en el fuero interno o el alma del quien lo investiga y juzga. 

Por esa razón, la sanción disciplinaria que supone el reproche a título de dolo o a título de 

culpa, no obedece ni puede obedecer a la percepción subjetiva de la autoridad disciplinante 

con relación al hecho, ni al nivel de repudio, rechazo o tolerancia con relación la conducta. 

Menos aun, a la simpatía o antipatía que puede tener la autoridad disciplinaria respecto de su 

disciplinado. La única subjetividad que puede caber en materia disciplinaria reposa en la 

conducta del disciplinado; nunca en la actitud procesal y analítica del disciplinante. A este le 

incumbe analizar en forma objetiva y de conformidad con los criterios de ley, si los elementos 



de demostración permiten inferir que la persona del investigado ha de comprometer su 

responsabilidad a título de dolo o de culpa. 

Puesto en otros términos, el análisis del ingrediente subjetivo de la responsabilidad es un 

trabajo objetivo y parametrizado legalmente. Para su estudio, el legislador ha fijado los 

criterios con arreglo a los cuales la autoridad disciplinaria puede deducir, con sustento en las 

pruebas legalmente recaudadas, si la conducta desplegada por el disciplinado proviene de 

una actitud de rebeldía o desprecio por el ordenamiento jurídico (culpabilidad dolosa) o de 

un nivel de incuria no admisible de quien presta sus servicios a la administración como 

servidor o agente del Estado (culpabilidad culposa). 

El actual CDU, contenido en la Ley 734 de 2002, ha reflejado importantes avances del 

derecho disciplinario colombiano en su propósito de cobrar autonomía respecto de los 

derechos administrativo y penal. De hecho, si con la entrada en vigencia de la Ley 200 de 

1995 un sector no especializado de la comunidad jurídica colombiana entendió que el derecho 

disciplinario había salido de la casa del derecho administrativo para ingresar a la del derecho 

penal (ello debido principalmente a la proscripción de la responsabilidad objetiva y la 

consecuente adopción del sistema de responsabilidad subjetiva), con la entrada en vigencia 

de la Ley 734 de 2002, los estudiosos de la materia reafirmaron la autonomía del derecho 

disciplinario, con sustento en el contenido normativo del artículo 5 de la Ley 734 de 2002. 

En 1995, la proscripción de la responsabilidad disciplinaria objetiva, sumada a la 

reafirmación del principio de reserva de ley, le confirieron al disciplinario abierta 

independencia dogmática respecto del derecho administrativo; por su parte, en el año 2002, 



el análisis de culpabilidad con criterios de configuración sensiblemente distintos al derecho 

penal, inspirados en la necesaria decantación de un régimen de mayor responsabilidad, 

contribuyó a reclamar independencia respecto del derecho penal. Hoy, la anunciada adopción 

de un nuevo Código General Disciplinario, da por sentada la independencia del sistema y 

procura responder en forma más técnica y justa a las expectativas de la sociedad con relación 

a la conducta funcional de sus servidores o agentes. En tal escenario, el análisis de la 

culpabilidad expresa nuevamente el avance del derecho disciplinario. 
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